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Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, el Juez 

Adames Soto y la Jueza Reyes Berríos1 

 

Reyes Berríos, Jueza Ponente 
 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de abril de 2021. 

Comparece ante nos Medina Auto Sales, Inc. (en adelante, 

“querellado” o “recurrente”) mediante Recurso de Revisión Judicial y 

solicita que revoquemos una Resolución emitida por el 

Departamento de Asuntos del Consumidor (en adelante, “DACO”, 

“agencia recurrida” o “foro administrativo”) el 30 de septiembre de 

2020, notificada el 2 de octubre del mismo año. Mediante el 

dictamen recurrido, el DACO concluyó que procedía la querella 

sobre incumplimiento de contrato y garantía de vehículo de motor 

presentada por la señora Soraima González García (en adelante, 

“querellante” o “recurrida”) contra las partes querelladas. En 

consecuencia, el foro administrativo ordenó a las partes querelladas, 

Medina Auto Sales, Inc. y Motorambar, Inc., a pagar solidariamente 

a la querellante la suma de $5,785.00 dentro del plazo 

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-025 se designó a la Hon. Noheliz Reyes 

Berríos, debido a que el Hon. Carlos Vizcarrondo Irizarry se acogió a la jubilación. 
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improrrogable de (30) días, a partir de la notificación de la 

Resolución.     

I.  

 El recurso de revisión judicial que nos ocupa se remonta al 2 

de diciembre de 2016, fecha en la que la señora Soraima González 

García presentó una Querella,2 ante el DACO contra Medina Auto 

Sales, Inc., Motorambar, Inc., y Reliable Financial Services, Inc. por 

incumplimiento de contrato y garantía de vehículo de motor. La 

querellante indicó que, allá para el 2014, había adquirido mediante 

compraventa un vehículo de motor usado marca Kia, modelo Forte, 

del año 2012, del concesionario Berríos Auto Gallery, Inc. Alegó que, 

el 10 octubre de 2016, a eso de las 7:00 p.m., se encontraba en 

compañía de su hijo menor de edad transitando por la carretera 181 

en dirección de Gurabo hacia San Lorenzo, cuando sin indicación 

alguna o aviso previo, el vehículo se apagó abruptamente, dejándola 

varada en la referida carretera.  

 Sostuvo que, luego de comunicarse con un servicio de grúa 

para que le asistiera, al día siguiente la querellante se comunicó con 

el querellado, Medina Auto Sales, Inc., dealer autorizado por Kia, 

para que la orientara sobre la garantía del vehículo. Tras informarle 

que recibirían su vehículo, la querellante gestionó el traslado de su 

automóvil a las facilidades del querellado. Una vez allí, el señor 

Roberto Vargas, representante de servicio, entrevistó a la 

querellante, indagando sobre las condiciones del vehículo, y esta le 

relató lo ocurrido. Argumentó que, al culminar la conversación con 

el señor Vargas, solicitó que se le proveyera transportación mientras 

reparaban su vehículo, pues entendía que tenía derecho a ello. El 

señor Vargas le expresó que ese no era el caso ya que el referido 

 
2 Exhibit 1 del Apéndice del Recurso, págs. 1-23. 
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servicio no estaba cubierto por la garantía, pero le indicó que sí 

podía proveerle un número telefónico para que gestionara el alquiler. 

 Así las cosas, arguyó que el 17 de octubre de 2016, el señor 

Vargas se comunicó solicitando evidencia del mantenimiento que la 

querellante le había dado al vehículo, solicitud que al día siguiente 

también le fue hecha por el señor Pomales, gerente del dealer, para 

someterla a la garantía. Posteriormente, tras varias gestiones de 

seguimiento por parte la querellante y haber entregado los 

documentos requeridos, el 28 de octubre de 2016, el querellado le 

indicó que el representante de fábrica del vehículo (Motorambar) no 

había autorizado la reparación del mismo bajo los términos de la 

garantía, ya que, luego del querellado (Medina Auto Sales) 

inspeccionar el automóvil, este había determinado que los daños 

que presentaba el motor eran producto de la falta de lubricación del 

motor, lo que estaba excluido de la garantía. Es decir, el querellado, 

a través del señor Vargas, le informó que la garantía no había sido 

aprobada puesto que la ruptura del motor ocurrió porqué tenía 

costra, dada la falta de lubricación. Además, la querellante 

puntualizó que, desde el 11 de octubre de 2016, cuando el vehículo 

le fue entregado al querellado, no le habían indicado nada sobre la 

razón o condición para negarle la garantía, aun cuando desde el 26 

de octubre de 2016 sí le informaron que le habían desmontado el 

motor al vehículo en cuestión. 

Sobre esto, adujo que el querellado nunca le informó a la 

querellante, por escrito, los hallazgos tras haber inspeccionado su 

automóvil, muchísimo menos le indicó que bajo la garantía 

extendida –que le vendieron cuando adquirió el vehículo– podría 

estar incluida la reparación de la rotura, todo ello en violación de la 

ley y particularmente del Reglamento Núm. 7159, infra¸ del DACO. 

Sostuvo que las actuaciones de las partes querelladas constituían 

incumplimiento de contrato y violentaron sus derechos como 
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consumidora, ocasionándole angustias mentales, daños morales y 

pérdidas económicas. Como resultado, solicitó la resolución del 

contrato y la devolución de las contraprestaciones, así como una 

compensación por los daños materiales, angustias mentales y daños 

morales, ascendentes a $37,571.00,3 más las costas, gastos y 

honorarios de abogados. 

Tras ser notificado, el 23 de diciembre de 2016, el querellado 

presentó su Contestación a la Querella, negando la vasta mayoría de 

las alegaciones.4 Entre sus defensas, planteó que el vehículo no 

adolecía de defecto o desperfecto alguno. Además, entendemos que 

en la alternativa, sostuvo lo siguiente: a) que el vehículo de la 

querellante estaba en trámites de ser reparado, restando solamente 

la autorización de esta; b) que algunos o todos los daños alegados 

en la querella no estaban cubiertos por la garantía del fabricante, 

por lo que Medina Auto no estaba obligado a cubrirlos por ser un 

taller de servicio autorizado por el fabricante; c) que la garantía del 

vehículo estaba vencida por millaje y/o tiempo y/o no era exigible 

por razones atribuibles a la querellante; y d) que algunos o todos los 

daños alegados en la querella habían sido causados por falta de 

mantenimiento y/o por el uso inapropiado del vehículo objeto de la 

querella.5 

El 17 de enero de 2017, DACO les notificó a las partes que 

realizaría una inspección del vehículo en cuestión, efectuando la 

misma el 24 del mismo mes y año. El 8 de febrero de 2017, se 

notificó el Informe de Inspección Vehículos de Motor correspondiente 

 
3 La referida cuantía fue desglosada de la siguiente manera: a) devolución de los 

pagos mensuales ($357 x 2 años y 8 meses) $11,424.00; b) angustias mentales y 

daño moral $20,000.00; c) alquiler de vehículo $1,050.00; d) gastos de grúa 
$97.00, y e) honorarios de abogado $5,000.00, sujeto a cambios luego de la 

obtención de la evidencia pertinente. Íd., a la pág. 6. 
4 Exhibit 2 del Apéndice del Alegato de la Querellante/Apelada, págs. 19a-24f. 
5 Íd., pág. 22d, párrafos 5, 7, 8, 10 y 11. 
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y tras dicha inspección, el representante del fabricante accedió a 

reparar el vehículo bajo la garantía.6    

Así las cosas, el 2 de marzo de 2017, se le entregó el vehículo 

reparado a la querellante. El 10 de octubre de 2018, la querellante 

presentó Primera Enmienda a Querella, reiteró lo alegado en la 

querella original y únicamente modificó la cuantía reclamada a 

$29,216.00. Trabada la controversia, se celebró vista administrativa 

el 22 de enero y 10 de marzo de 2020. De conformidad con la prueba 

presentada en dichas vistas, el DACO emitió las siguientes 

determinaciones de hechos:  

1. El 19 de febrero de 2014 la parte querellante adquirió 
mediante compraventa del concesionario Berríos Auto 

Gallery, Inc. un vehículo de motor usado marca Kia 
Forte del año 2012, VIN Number 
KNAFW4A36C5639867. 

 
2. Al momento de la compraventa el vehículo tenía 
20,449 millas. La garantía del motor del vehículo era de 

cinco (5) años o 60,000 millas. 
 

3. El precio de venta del vehículo fue de $13,595.00 
dólares. La querellante dio un pronto de $1,000 dólares. 
Adicional, se incluyó en el precio la cantidad de $118.00 

por gastos de inscripción, y $3,900 por seguro y 
garantía extendida con Reliable Financial (ahora 
Popular Auto). El total a financiar fue de $16,613.00 

dólares. El pago mensual del financiamiento era de 
$357.00 dólares. 

 
4. El querellado Medina Auto Sales, Inc. es un 
concesionario autorizado para la venta y servicio de los 

vehículos Kia. 
 

5. El querellado Motoambar es el distribuidor exclusivo 
y representante de garantía en Puerto Rico del 
fabricante de la marca Kia. 

 
6. Desde que la querellante adquirió su vehículo, esta 
llevaba el mismo a los mantenimientos rutinarios de 

cambio de aceite y filtro, de conformidad con los 
requerimientos del manual del manufacturero para 

dicho vehículo.  
 
7. El 10 de octubre de 2016, eso de las 7:00om mientras 

manejaba, en compañía de su hijo menor de edad, el 
auto dio un fuerte golpe y se detuvo, por lo que tuvo que 

llamar a una grúa para que recogiera el vehículo. 

 
6 Véase, págs. 33-37 del Apéndice del Recurso. 
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8. La querellante pagó $47.00 por el servicio de grúa 
que la transportó desde el lugar donde quedó varada, 

hasta la residencia de unas amistades en San Lorenzo.  
 

9. Al otro día, 11 de octubre de 2016 tuvo que llevar el 
vehículo en grúa a Medina Auto, ya que es un dealer 
autorizado por Kia, para que la orientaran sobre la 

garantía, quienes le informaron que le recibirían el 
vehículo, por lo que la querellante tuvo que contratar 
nuevamente un gruero.  

 
10. La querellante pago $50.00 por el servicio de grúa 

desde la residencia de sus amistades hasta Medina 
Auto.  
 

11. Al momento del desperfecto mecánico, y al momento 
en que es recibido por Medina Auto Sales, el auto tenía 

un millaje de 53,649 y unos (4) años y un mes desde 
nuevo. 
 

12. Un empleado de Medina prendió el vehículo para 
verificarlo, el cual hizo un fuerte ruido y se apagó. La 
querellante le informó al Sr. Roberto Vargas que, sin 

indicaciones o avisos previos, el vehículo hizo un ruido 
bien fuerte y se apagó. 

 
13. El Sr. Vargas le indicó que le diera la oportunidad 
de inspeccionar el mismo, quien lo encendió, y 

nuevamente hizo el ruido bien fuerte y se volvió a 
apagar.  
 

14. La querellante solicitó le facilitaran un vehículo 
(conforme al Reglamento de Garantías del DACO) ya que 

necesitaba transportación para llevar su hijo a la 
escuela y para poder llegar a su empleo. Sin embargo, 
el representante de servicio le indicó que no tenía ese 

derecho, que le podía proveer un número de teléfono 
para que alquilara uno, pero que eso no lo cubría la 

garantía.  
 
15. El 17 de octubre de 2016, el señor Roberto Vargas 

llamó a la querellante y le solicitó evidencia de los 
mantenimientos del vehículo. Querellante envió los 
mismos. 

 
16. El 26 de octubre de 2016, la querellante se 

comunicó con el Sr. Vargas para saber status del 
vehículo. Este le indicó habían sometido toda la 
evidencia a la garantía, que esperaban que le 

contestaran ese mismo día o que pasarían a 
inspeccionar el vehículo y que se comunicara al otro 

día, y que ya habían desmontado el motor.  
 
17. El 28 de octubre de 2016, la querellante se 

comunicó nuevamente con el Sr. Vargas para conocer 
el status y éste le indicó que llamara más tarde porque 
iban a inspeccionar el vehículo, que estaban reunidos y 

que le tuvieron que dar un “flushing al motor”.   
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18. Medina Auto no obtuvo autorización de la 
querellante para desmontar el motor, ni para dar 

“flushing” al mismo.  
 

19. Ese mismo 28 de octubre de 2016, se comunicó el 
Sr. Vargas para indicarle a la querellare que la 
reparación del vehículo no estaba cubierta por la 

garantía, porque el motor tenía costra. 
 
20. La unidad estuvo desde el 11 hasta el 28 de octubre 

en Medina sin un diagnóstico o respuesta de si la 
reparación estuviese cubierta bajo la garantía, sin 

embargo, el 26 de octubre de 2016, le habían 
desmontado el motor sin autorización previa de la 
querellante.  

 
21. Medina Auto ofreció en la alternativa un estimado 

de reparación ascendente a la suma de $6,952.06 
dólares a lo que la querellante se negó.  
 

22. El 17 de noviembre de 2016, el Sr. Merced, 
representante de Medina Auto, se comunicó con la 
querellante para indicarle que tenía su vehículo, que 

tomaron fotos, que tuvieron que desmontar el motor y 
esta vez, ya no le indicaron que la razón era por costra, 

sino que encontraron que la biela se partió y el pistón 
tenía moho y no comprimía, por haberle entrado agua.  
 

23. Por segunda ocasión de ese día 17 de noviembre de 
2016, el señor Merced se comunicó con la querellante 
indicándole que estaban “en la mejor disposición”, que 

ellos habían presentado todo, pero que la garantía no 
cubrió, por lo que la Sra. González tenía que asumir el 

costo de reparación, el cual estimaban en unos 
$7,000.00 dólares.  
 

24. El querellado Medina Auto nunca le informó por 
escrito a la querellante de lo encontrado en su vehículo 

de motor. No se le entregó por escrito a la querellante 
denegación de garantía y diagnóstico de la unidad. 
 

25. El querellado Medina Auto tampoco le indicó que, 
mediante la garantía extendida adquirida, podía 
también tener garantía por la rotura.  

 
26. Inconforme, el 2 de diciembre de 2016, la parte 

querellante radicó querella ante este Departamento, 
solicitando, en síntesis, la resolución del contrato, 
rembolso de gastos por concepto de grúa, alquiler de 

vehículo, daños y angustias mentales más honorarios 
de abogado. 

 
27. La querellante alquiló un vehículo de motor para 
llevar a su hijo a la escuela y sus actividades deportivas 

y para poder ir a trabajar. En otras ocasiones tuvo que 
pedir un vehículo prestado para trabajar, llevar a su 
hijo a la escuela y para poder cumplir con las 

obligaciones deportivas de su hijo, que en ocasiones 
eran en pueblos distantes de su residencia.  
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28. La cantidad pagada por la querellante en concepto 
de alquiler de vehículo desde el 31 de octubre de 2016 

hasta el 18 de enero de 2017 fue de $1,784.00. 
 

29. Surge del Informe de la Inspección realizada el 24 
de enero de 2017 lo siguiente:  
 

 “Se pudo apreciar que la unidad tiene una biela 
partida y el bloque roto, el cigüeñal está negro y 
rallado en la biela #1. El motor se encuentra limpio. 
La condición que presenta el cigüeñal da a entender 
que el motor de la unidad en controversia se esvieló 
por falta de lubricación. La condición que presenta 
el motor recomienda el remplazo del mismo. El 
representante del fabricante indico (sic) estar 
dispuesto a reparar el vehículo en garantía el dealer 
tiene que realizar un nuevo diagnóstico y someterlo 
al fabricante.”   

 
30. Las querelladas MotorAmbar y Medina Auto 

determinaron, en la inspección, reparar el motor bajo la 
garantía del manufacturero, sin costo para la 

querellante y prestarle un vehículo por el tiempo que 
tardara la reparación de su vehículo.  
 

31. El 18 de enero de 2017 Medina Auto le proveyó a la 
querellante en calidad de préstamo y libre de costo, un 
vehículo de motor mientras le reparaban el suyo.  

 
32. El vehículo de la querellante le fue entregado 

reparado, el 2 de marzo de 2017, sin tener que pagar 
cantidad alguna de dinero. 
 

33. El 7 de octubre de 2018, [la querellante presentó 
Primera Enmienda a Querella] notificada a las partes por 

el Departamento el 16 de octubre de 2018. En síntesis, 
alegó lo mismo que en la querella original. Solicitó 
$29,216.00 que incluyen devolución de pagos 

mensuales, depreciación del vehículo, angustias 
mentales y daño moral, alquiler de vehículo, gasto de 

grúa, y honorarios de abogado, sin incluir como remedio 
la resolución del contrato.7  
 

34. Declaró la querellante bajo juramento que la 
querellada Medina nunca le dio por escrito 
denegación de garantía ni diagnóstico sobre el 

desperfecto de la unidad, que finalmente cuando 
decidieron repararle el vehículo, dicha parte le prestó 

una unidad, sin costo alguno. 
 
35. También declaró la querellante que Medina Auto 

no la orientó con respecto a la garantía extendida 
que poseía la unidad, a pesar de que conocían debían 
conocer dicho hecho. Por último, testificó que la 

unidad, aunque fue reparada varios meses luego, sin 
costo y a su satisfacción, estuvo pagando por la 

 
7 Hacemos constar que, si bien se desprende de las determinaciones de hechos 

del DACO que la primera enmienda a la querella se realizó el 7 de octubre de 
2018, la copia que surge de los autos esta fechada 10 de octubre de 2018. Sin 

embargo, la referida discrepancia, en nada afecta el estado procesal ni la 

aplicación del Derecho en el presente caso para efectos nuestros. 
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misma sin poder utilizarla, por lo que tuvo que 
alquilar un vehículo además de todos los 

inconvenientes que le causó estar sin su vehículo 
por aproximadamente cinco (5) meses.  

 
36. Ninguna de las partes querelladas presentaron 
evidencia o prueba alguna para refutar las 

alegaciones de la parte querellante, en sus 
respectivos turnos, por lo que el caso quedó 
sometido. (Énfasis provisto).    

 

 Así las cosas, en virtud de los hechos arriba esbozados, la 

agencia recurrida concluyó que procedía la reclamación de la 

querellante, toda vez que las querelladas habían violentado las 

disposiciones de la Ley y Reglamento de Garantías de Vehículos de 

Motor. Por lo tanto, el foro administrativo condenó a Medina Auto 

Sales y Motorambar a pagar, solidariamente, a la querellante las 

sumas reclamadas, con excepción de la cuantía por concepto de los 

gastos de alquiler de vehículo. Esto último, por entender que las 

querelladas no tenían obligación alguna de proveerle un vehículo a 

la querellante. 

Oportunamente, por no estar de acuerdo, Medina Auto Sales, 

Inc. presentó una Moción Solicitando Reconsideración8 ante el DACO. 

Ahora bien, por haber transcurrido el término de (15) días provistos 

por ley para que el foro administrativo la atendiera, dicha moción se 

considera rechazada de plano. Inconforme con tal proceder, Medina 

Auto Sales, Inc. compareció ante este Foro Apelativo, imputando a 

la agencia recurrida la comisión de los siguientes errores:  

Erró el Honorable Foro al imponerle a la parte 

recurrente el pago de $1,785 por concepto de las 5 
mensualidades pagadas por la recurrida al contrato de 
financiamiento del automóvil.  

 
Erró el Honorable Foro al imponerle a la parte 

recurrente el pago de $2,000.00 por concepto de las 
supuestas angustias mentales sufridas por la recurrida 
al verse privada del uso de su vehículo. 

 
Erró el Honorable Foro al imponerle a la parte 

recurrente el pago de $2,000.00 por concepto de 
honorarios de abogados a favor de la recurrida. 

 
8 Anejo II del Apéndice del Recurso, págs. 17-32. 
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II.  

A.  

Desde hace varias décadas atrás, Puerto Rico se adentró en la 

sociedad del consumo y, desde entonces, los intereses y derechos 

del consumidor han estado revestidos de un gran interés público. 

Sin embargo, aun ocupando tan importante posición en nuestra 

sociedad, con frecuencia el consumidor es marginado, sus 

problemas son ignorados o pasan inadvertidos o, de ser 

considerados y atendidos, las soluciones y remedios provistos son 

tardíos. Dado lo anterior, y, con el fin de corregir dichas prácticas, 

nuestra Asamblea Legislativa creó el Departamento de Asuntos del 

Consumidor (en adelante, “DACO”).9 En la ley habilitadora del DACO 

se expresa lo siguiente:  

La complejidad del mercado de bienes y servicios, 

unido al sinnúmero de prácticas indeseables que 
algunos comerciantes y manufactureros llevan a cabo, 
requieren la creación de un organismo efectivo capaz de 

sacar al consumidor del estado de indefensión y 
desvalimiento en el cual se encuentra. Este organismo 

deberá ventilar y adjudicar las querellas traídas por los 
consumidores, fiscalizar el cumplimiento de las leyes 
cuyo objetivo es proteger al consumidor, educar al 

consumidor y ponerle al consumidor representación 
adecuada en la defensa de todos sus derechos.  

Aunque en Puerto Rico existe mucha legislación 

protectora del consumidor, […] ni las disposiciones 
sustantivas del ordenamiento jurídico vigente, ni las 

estructuras administrativas creadas por diversas leyes 
especiales han conseguido implementar o vindicar 
adecuadamente los derechos del consumidor, […]. 

Es por ello necesario e imperativo crear una 
estructura, de la más alta jerarquía, a nivel de gabinete, 

con el objeto de garantizar al consumidor la debida 
atención a sus problemas y para efectuar una mejor 
coordinación de los recursos disponibles al gobierno en 

el desarrollo e implementación de una política pública. 
[…] 
El nuevo Departamento de Asuntos del 

Consumidor será una agencia especializada con 
personal profesional y técnico altamente competente, 

para poder vindicar los derechos del consumidor en una 
forma agresiva y firme; para hacerle frente a las 
tendencias inflacionarias de nuestro mercado y para 

fiscalizar prácticas de mercadeo indeseable, muchas de 

 
9 Ley Orgánica del Departamento de Asuntos del Consumidor, Ley Núm. 5 de 23 

de abril de 1973, según enmendada, 3 LPRA sec. 341 et seq., (en adelante, Ley 

Núm. 5-1973). 
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las cuales son consecuencia directa de las estructuras 
monopolísticas de nuestro mercado. 

Este nuevo Departamento tendrá amplios 
poderes para investigar los problemas que afectan al 

consumidor y podrá requerir toda la información que 
sea pertinente para cumplir con los propósitos de esta 
ley.10  

Cónsonamente, el Art. 3 de su ley orgánica dispone que el 

DACO “tendrá como propósito primordial vindicar e implementar los 

derechos del consumidor, frenar las tendencias inflacionarias; así 

como el establecimiento y fiscalización de un control de precios 

sobre los artículos y servicios de us[o] y consumo”.11 Así pues, con 

el objetivo de adelantar la política pública antes mencionada, la 

Asamblea Legislativa le delegó amplios deberes y facultades al 

DACO, entre las facultades se encuentran las siguientes:  

[…] 

(c) Atender, investigar y resolver las quejas y querellas 

presentadas por los consumidores de bienes y servicios 
adquiridos o recibidos del sector privado de la 
economía. Cuando declare con lugar una querella, el 

Secretario ordenará al querellado perdidoso que haya 
procedido con temeridad que pague total o parcialmente 

los gastos incurridos por el Departamento en su 
tramitación. El Secretario dispondrá por reglamento los 
cargos por concepto de gastos que deberá pagar el 

querellado perdidoso. 

(d) Poner en vigor, implementar y vindicar los derechos 
de los consumidores, tal como están contenidos en 
todas las leyes vigentes, a través de una estructura de 

adjudicación administrativa con plenos poderes para 
adjudicar las querellas que se traigan ante su 

consideración y conceder los remedios pertinentes 
conforme a Derecho. (Énfasis suplido).12 

B.  

Entre los estatutos cuya implementación y cumplimiento se 

encuentra bajo la jurisdicción del DACO, se encuentra la Ley de 

Garantías de Vehículos de Motor.13 El Art. 3 de la referida ley, 

establece que su propósito primordial es:  

[…] proteger al consumidor de vehículos de motor 

nuevos de Puerto Rico, asegurándole que los vehículos 
de motor que adquiere han de tener las mismas 

 
10Exposición de Motivos de la “Ley Orgánica del Departamento de Asuntos del 

Consumidor”, Ley Núm. 5 de 23 de abril de 1973, según enmendada, 3 LPRA sec. 

341 et seq.   
11 Art. 3 de la Ley Núm. 5-1973, 3 LPRA sec. 341b. 
12 Íd., Art. 6, 3 LPRA sec. 341e (c) y (d). 
13 Ley Núm. 7 de 24 de septiembre de 1979, según enmendada, 10 LPRA sec. 2051 

et seq., (en adelante, Ley Núm. 7-1979). 
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garantías de fábrica que el fabricante o manufacturero 
otorga a estos vehículos de motor en los Estados Unidos 

continentales, y será siempre la que resulte mayor al 
alcance y amplitud en sus beneficios, 

independientemente del lugar donde el consumidor 
adquiera el vehículo, de la persona de quien el 
consumidor adquiera el mismo y de que el fabricante o 

manufacturero brinde el servicio de garantía de fábrica 
en un lugar de Puerto Rico.  

 

Es, igualmente, el propósito de esta ley, velar 
por que los intereses de los consumidores sean 

salvaguardados frente a los intereses del 
manufacturero y el distribuidor o vendedor, según 
se definen estos términos en esta Ley. (Énfasis 

nuestro).14  
 

Posteriormente, en virtud del Art. 1315 del estatuto aludido, se 

adoptó el Reglamento de Garantías de Vehículos de Motor, (en 

adelante, Reglamento Núm. 7159) con varios propósitos, a saber: (1) 

proteger adecuadamente a los consumidores y sus inversiones al 

adquirir vehículos de motor, (2) asegurarles que los referidos 

vehículos reúnan las condiciones mínimas necesarias para 

garantizar la protección de su vida y propiedad y que a su vez sirvan 

para los fines para los cuales fueron adquiridos, y (3) prevenir las 

prácticas ilícitas en la venta de vehículos de motor en Puerto Rico.16 

Además, sobre su aplicabilidad y extensión, el propio reglamento 

establece que sus disposiciones serán aplicables a “toda persona 

natural o jurídica que se dedique por sí misma, o por mediación 

de su representante o agente, o como agente o representante 

del fabricante, o como intermediario de otra persona, a la venta 

 
14 Íd., Art. 3, 10 LPRA sec. 2053. 
15 Dicho artículo dispone que: “El Departamento de Asuntos del Consumidor 

tendrá facultad para adoptar las reglas y reglamentos que considere necesarios 
para cumplir los propósitos de esta ley, conforme a los poderes y facultades que 

le confiere la Ley Núm. 5 de 23 de abril de 1973, según enmendada conocida por 

Ley Orgánica del Departamento de Asuntos del Consumidor. Art. 13 de la Ley 

Núm. 7-1979, supra, 10 LPRA sec. 2063. 
16 Reglamento de Garantías de Vehículos de Motor, Reglamento Núm. 7159 del 

Departamento de Asuntos del Consumidor de 6 de junio de 2006, Regla 2, págs. 
1-2, (en adelante, Reglamento Núm. 7159). Cabe señalar que algunas reglas del 

Reglamento Núm. 7159, supra, fueron enmendadas por el Reglamento Núm. 7920 

de 3 de septiembre de 2010, por lo cual de aplicar alguna regla enmendada por 

dicho reglamento así lo haremos constar. 
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y/o servicio de vehículos de motor nuevos o usados en Puerto 

Rico”. (Énfasis suplido).17 

A su vez, la Regla 5 del reglamento aludido define varios 

términos que debemos conocer, en lo pertinente: 

a. Agente de servicio autorizado—Cualquier persona, 
incluyendo a un distribuidor autorizado o 

concesionario, que esté autorizada por el fabricante o 
manufacturero para prestar servicios a los vehículos de 

motor. 
[…] 
 

g. Distribuidor autorizado o concesionario—Toda 
persona que se dedique a la distribución o venta al detal 

de vehículos de motor por concesión y autorización o 
acuerdo con el fabricante o su representante de fábrica 
en Puerto Rico. 

[…] 
 
j. Fabricante o manufacturero—Toda persona que no 

sea distribuidor autorizado ni distribuidor 
independiente y que se dedique a la fabricación, 

manufactura, ensamblaje y distribución de vehículos de 
motor, incluyendo a sus subsidiarias o afiliadas. 
 

k. Garantía—Cualquier garantía escrita expedida por el 
manufacturero. 
 

l. Garantía mínima18—Es el período de tiempo o uso en 
el cual el manufacturero de un vehículo de motor viene 

obligado a responderle al consumidor por los defectos 
mecánicos del vehículo de motor según las 
especificaciones del certificado de garantía provisto 

como parte de la compra del vehículo de motor. En 
ausencia de disposición legal especial al efecto, es “el 

período de tres (3) años o 36,000 millas recorridas, 
contados a partir de la fecha en la cual el vehículo de 
motor fue originalmente entregado al consumidor, lo 

que ocurra primero, que todo fabricante, 
manufacturero o distribuidor de fábrica debe extender 
a sus distintas marcas y modelos en Puerto Rico, que 

no podrá ser inferior, en términos de millaje y duración, 
a la extendida por el fabricante o manufacturero para 

beneficio del consumidor en los Estados Unidos 
continentales. Será siempre aplicable en Puerto Rico la 
que resulte mayor al alcance y amplitud de sus 

beneficios. 
[…] 

 
z. Extensión de garantía original19- Constituye la opción 
de ampliar la garantía mínima o la originalmente 

establecida por el fabricante en los mismos términos y 
condiciones que la garantía original cuando el vehículo 
de motor es nuevo por un costo adicional. La misma 

 
17 Íd., Regla 3 del Reglamento Núm. 7159, supra, pág. 2.  
18 El inciso l de la Regla 5 fue enmendado por el Reglamento Núm. 7920, supra. 
19 El inciso z de la Regla 5 fue añadido por el Reglamento Núm. 7920, supra, que 

enmendó el Reglamento Núm. 7159, supra. 
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será respaldada por el Fabricante o manufacturero y los 
correspondientes integrantes de la cadena de 

distribución.20  

En otro aspecto, en cuanto a la responsabilidad del 

consumidor, el reglamento establece que “[t]odo consumidor deberá 

cumplir las condiciones y requisitos legales y legítimos que se le 

exijan en el certificado de garantía del vehículo de motor para tener 

derecho a reclamar servicio bajo la misma. Asimismo, el consumidor 

deberá cumplir con las recomendaciones contenidas en el manual 

del vehículo de motor”.21  

De otro lado, en cuanto a las obligaciones para con el 

consumidor, la Regla 10 del Reglamento Núm. 7159, supra, dispone 

que “[c]uando el fabricante, distribuidor o concesionario, 

vendedor de un vehículo de motor nuevo o usado, se niegue a 

honrar la garantía o alguna parte de ésta bajo el fundamento de 

que el consumidor incumplió las condiciones impuestas en la 

misma, deberá entregar a éste por escrito las razones 

específicas por las cuales entiende estar relevado de su 

obligación”. (Énfasis suplido).22 Cónsonamente, la Regla 12 exige 

que “[a]ntes de que se realice cualquier servicio o reparación al 

vehículo de motor del consumidor, el agente de servicio 

autorizado le entregará al consumidor un estimado por escrito 

de la reparación”. (Énfasis nuestro).23 Más importante aún, dicha 

regla establece que: 

El consumidor deberá aprobar previamente 

por escrito todo servicio de reparación o 
mantenimiento que no esté cubierto por la garantía 
o que esté sujeto a un deducible o condición onerosa. 

El consumidor no será responsable por cargos de 
servicio o mantenimiento realizados sin su 

aprobación escrita. El requisito de previa aprobación 

 
20 Véase, Regla 5 del Reglamento Núm. 7159, supra, según enmendado por el 

Reglamento Núm. 7920, supra. 
21 Reglamento Núm. 7159, supra, Regla 9, pág. 8 
22 Íd., Regla 10, pág. 8. 
23 Íd., Regla 12, pág. 9. 
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escrita puede ser renunciado en cualquier momento, 
por escrito, por el consumidor. (Énfasis suplido).24 

Finalmente, el reglamento dispone que en Puerto Rico “[s]e 

prohíbe vender un vehículo de motor usado sin garantía”.25 

Especificándose que, “[t]odo vendedor de vehículos de motor usados, 

concederá garantía, en piezas y mano de obra. Esta garantía será a 

base del millaje recorrido y según la escala”26 provista en el propio 

reglamento. Sobre la forma de la garantía de un vehículo de motor 

usado:  

Regla 27: Forma de la garantía del vehículo de motor 

usado 
27.1—Toda garantía de un vehículo de motor usado 
deberá estar redactada en el idioma español, a menos 

que el consumidor exprese su preferencia por la 
redacción en el idioma inglés, en cuyo caso se le 
entregará redactada en ambos idiomas. De surgir 

discrepancias entre ambos textos prevalecerá la versión 
en español. 

27.2—Dicha garantía deberá expresar, entre otras 

cosas: 

a. Duración. 

b. Partes o piezas garantizadas. 

c. Forma y manera en que el consumidor podrá 
reclamarla. 

d. Nombre y dirección de la persona o entidad 

responsable de honrarla, según indicado por el 
vendedor y aceptado previamente por el proveedor del 
servicio. 

e. Exponer en forma clara y precisa las circunstancias 

bajo las cuales el consumidor puede perder el derecho 
a reclamarla. 

f. El millaje del vehículo al momento de su entrada a 

Puerto Rico, al momento de su aceptación para reventa 
y al momento de la venta. 

g. Exponer en forma clara y precisa el derecho del 
consumidor a que el vendedor o su representante, le 

provean transportación luego de transcurridos cinco 
(5) días calendario, sin incluir domingo, desde que el 

vehículo fue entregado para reparación. 

h. Que toda garantía en vigor será transferible a 
cualquier consumidor subsiguiente, sin costo alguno, 
por el tiempo o millaje que reste de la misma.27 

 
24 Íd. 
25 Íd., Regla 26.1, pág. 26. 
26 Íd., Regla 26.2, pág. 26. 
27 Íd., Regla 27, págs. 26-27. 
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C.  

El artículo 1802 del Código Civil de Puerto Rico de 1930, (en 

adelante, “Código Civil”)28 consagra la obligación de reparar daños 

causados mediando culpa o negligencia. Al interpretar el referido 

artículo, el Tribunal Supremo ha señalado que para que surja la 

responsabilidad extracontractual deben concurrir los siguientes tres 

elementos: un daño, una acción u omisión negligente o culposa y, 

la correspondiente relación causal entre ambos.29  

Por su parte, el artículo 1057 del Código Civil, supra, dispone 

en qué consisten la culpa o negligencia y lee como sigue: 

La culpa o negligencia del deudor consiste en la 
omisión de aquella diligencia que exija la naturaleza de 

la obligación y corresponda a las circunstancias de las 
personas, del tiempo y del lugar. Cuando la obligación 
no exprese la diligencia que ha de prestarse en su 

cumplimiento, se exigirá la que correspondería a un 
buen padre de familia.30 

 

El Tribunal Supremo ha definido la culpa o negligencia como 

“la falta del debido cuidado, que a la vez consiste en no anticipar y 

prever las consecuencias racionales de un acto, o de la omisión de 

un acto, que una persona prudente habría de prever en las mismas 

circunstancias”.31 Es también la omisión de la diligencia exigible 

que, de haberse empleado, hubiera evitado el resultado dañoso.32 

Sin embargo, el deber de prever y anticipar los daños no se 

extiende a todo peligro imaginable, “[...] sino a aquél que llevaría a 

una persona prudente a anticiparlo”.33 “Un elemento esencial de la 

responsabilidad por culpa o negligencia es el factor de la 

previsibilidad y el riesgo envuelto en el caso específico. El grado de 

 
28 31 LPRA sec. 5141. El Código Civil de Puerto Rico de 1930, según enmendado, 

fue derogado por el Código Civil de Puerto Rico de 2020 aprobado mediante la Ley 

Núm. 55 de 1 de junio de 2020. Para fines de la presente, se hace referencia 

únicamente al Código Civil derogado por ser la ley vigente y aplicable a la 

controversia ante nuestra consideración. 
29 Toro Aponte v. E.L.A. 142 DPR 464 (1997); Ramírez v. ELA, 140 DPR 385 (1996). 
30 31 LPRA sec. 3021. 
31 López v. Porrata Doria, 169 DPR 135, 151 (2006); Toro Aponte v. E.L.A., supra, 

a la pág. 473. 
32 Toro Aponte v. E.L.A., supra, a la pág. 473. 
33 Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294, 309 (1990). 
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previsibilidad requerido en cada caso en particular, depende del 

estándar de conducta aplicable”.34 

Existe un deber de conducta correcta, aunque no prescrita en 

los códigos, que constituye el presupuesto mínimo sobreentendido 

en el orden social.35 Son los tribunales los que habrán de determinar 

en qué consiste el deber de cuidado, tomando en cuenta las 

circunstancias de cada caso.36  

En lo pertinente, el concepto jurídico de daño ha sido definido 

como “[t]odo aquel menoscabo material o moral que sufre una 

persona, ya en sus bienes vitales naturales, ya en su propiedad o en 

su patrimonio causado en contravención a una norma jurídica y por 

el cual ha de responder otra”. (Énfasis provisto).37 Además, con 

relación a la angustia mental, esta ha sido definida como: 

[L]a reacción de la mente y de la conciencia en 
torno a un daño corporal o un evento sufrido y su 

impacto subjetivo en el bienestar personal. Por 
consiguiente, la angustia mental no siempre guarda 

relación con un daño corporal, ya que afecta 
principalmente el ámbito emocional y mental del ser 
humano. Esta puede surgir como consecuencia directa 

del evento dañoso o por su efecto colateral producto del 
daño que sufrió otra persona.38  

Por último, retomando el elemento de previsibilidad, este se 

encuentra íntimamente relacionado al de la causalidad. En nuestra 

jurisdicción rige la doctrina de causalidad adecuada para 

determinar si, de hecho, existe algún tipo de relación entre el daño 

causado y el acto culposo o negligente.39 Esta doctrina dispone que 

el daño podrá ser considerado “como el resultado probable y natural 

de un acto u omisión negligente, si luego del suceso -mirándolo 

 
34 Íd. 
35 Ramos v. Carlo, 85 DPR 353, 359 (1962). 
36 Íd., a la pág. 366. Cfr. Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 844 

(2010). Véase, además, SLG Colón-Rivas v. ELA, 196 DPR 855, 864-865 (2016). 
37 García Pagán v. Shiley Caribbean, 122 DPR 193, 205 (1988). 
38 Íd., a la pág. 508. 
39 Jiménez v. Peregrina Espinet, 112 DPR 700, 706 (1982); Soc. de Gananciales v. 
Jerónimo Corp., 103 DPR 127, 134 (1974). 
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retrospectivamente- éste parece ser la consecuencia razonable y 

común de la acción u omisión de que se trate”.40  

D.  

Como axioma de la doctrina de revisión judicial, sabido es que 

los tribunales apelativos venimos llamados a otorgar amplia 

deferencia a las decisiones de las agencias administrativas, por 

motivo de la experiencia y pericia que se presume tienen dichos 

organismos para atender y resolver los asuntos que le han sido 

delegados.41 Cónsonamente, tanto la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (en adelante, 

“LPAU”),42 como su jurisprudencia interpretativa establecen que la 

función revisora de las decisiones administrativas concedida a los 

tribunales apelativos consiste, esencialmente, en determinar si la 

actuación de la agencia fue dictada dentro de las facultades que le 

fueron conferidas por ley y si la misma es legal y razonable.43  

En otras palabras, la revisión judicial es limitada, pues esta 

solo determina si la actuación administrativa fue una razonable y 

cónsona con el propósito legislativo o si por el contrario fue 

irrazonable, ilegal o medió abuso de discreción.44 Es por ello, que en 

nuestro ordenamiento jurídico las decisiones de las agencias gozan 

de una presunción de regularidad y corrección.45 Por lo tanto, quien 

alegue lo contrario tendrá que presentar evidencia suficiente 

para derrotar tal presunción, no pudiendo descansar 

únicamente en meras alegaciones. (Énfasis nuestro).46 

 
40 Santiago v. Sup. Grande, 166 DPR 796, 818 (2006). 
41 Graciani Rodríguez v. Garaje Isla Verde, 202 DPR 117 (2019); Rolón Martínez v. 
Superintendente, 201 DPR 26 (2018); Mun. de San Juan v. CRIM, 178 DPR 163, 

175 (2010); Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 130 (1998). 
42 Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9601 et seq. 
43 T–JAC v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 70, 80 (1999). 
44 Mun. de San Juan v. J.C.A, 149 DPR 263, 280 (1999); T-JAC, Inc. v. Caguas 
Centrum Limited, supra, a la pág. 84; Com. Vec. Pro-Mej., Inc. v. J.P., 147 DPR 750, 

761 (1999); Fuertes y otros v. A.R.PE., 134 DPR 947, 953 (1993). 
45 Hatillo Cash & Carry v. A.R.Pe., 173 DPR 934, 960 (2008). 
46 García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870, 893 (2008); Otero v. Toyota, 163 

DPR 716, 728 (2005); Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 77 (2004); Pacheco v. 
Estancias, 160 DPR 409, 431 (2003); Rivera Concepción v. A.R.P.E., 152 DPR 116, 

123 (2000). 
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Asimismo, nuestro Más Alto Foro ha reiterado que, al evaluar 

recursos de revisión administrativa, los tribunales revisores 

tenemos que sostener las determinaciones de hechos emitidas por 

la agencia, si las mismas se encuentran respaldadas por evidencia 

suficiente que surja del expediente administrativo al ser considerado 

en su totalidad.47 Por evidencia sustancial se entiende “aquella 

evidencia relevante que una mente razonable podría aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión”.48  

De manera que, conforme a lo arriba esbozado, la parte 

afectada, que impugne las referidas determinaciones de hechos 

deberá “demostrar que existe otra prueba en el expediente que 

reduzca o menoscabe el valor probatorio de la evidencia impugnada, 

hasta el punto de que no se pueda concluir que la determinación de 

la agencia fue razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba 

que tuvo ante su consideración.49 De conformidad con lo expresado, 

los tribunales debemos limitar nuestra facultad revisora a evaluar 

si la determinación de la agencia es razonable, evitando sustituir 

injustificadamente el criterio de la agencia por el nuestro. En 

palabras del Tribunal Supremo:  

Podemos decir que la deferencia reconocida a la 
decisión de una agencia administrativa, cede en las 
circunstancias siguientes: (1) cuando no está basada en 

evidencia sustancial; (2) cuando el organismo 
administrativo ha errado en la aplicación de la ley,50 y 
(3) cuando ha mediado una actuación irrazonable o 

ilegal.51 Si el tribunal no se encuentra ante alguna de 
estas situaciones, aunque exista más de una 

interpretación razonable de los hechos, debe 
sostener la que seleccionó la agencia encargada. “La 
cuestión es si la determinación de la agencia es 

 
47 Pacheco v. Estancias, supra, a la pág. 432. Véase, además, la sec. 4.5 de la 

LPAU, 3 LPRA sec. 9675. 
48 Rolón Martínez v. Superintendente, supra; González Segarra et al. v. CFSE, 188 

DPR 252, 277 (2013); Otero v. Toyota, supra, a la pág. 728-729. 
49 Sec. 4.5 de la LPAU, supra, 3 LPRA sec. 9675; Graciani Rodríguez v. Garaje Isla 
Verde, supra, a la pág. 127 citando Otero v. Toyota, supra, a la pág. 728. 
50 Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004); Reyes Salcedo v. Policía de P.R., 143 

DPR 85 (1997). 
51 T-JAC, Inc. v. Caguas Centrum Limited, supra. 



 
 

 
KLRA202000490 

 

20 

razonable y no si la agencia logró la determinación 
correcta del hecho o los hechos.” (Énfasis suplido).52 

En el ámbito de las conclusiones de derecho, la sec. 4.5 de la 

LPAU dispone que son revisables en todos sus aspectos.53 Ahora 

bien, lo anterior “no implica que los tribunales revisores tienen la 

libertad absoluta de descartar libremente las conclusiones e 

interpretaciones de la agencia”.54 Consecuentemente, cuando un 

tribunal llega a un resultado distinto al de la agencia, éste debe 

determinar si la divergencia responde a un ejercicio razonable de la 

discreción administrativa fundamentado, ya en su pericia, en 

consideraciones de política pública o en la apreciación de la prueba 

que tuvo ante sí.55 Con lo cual, dicho de otro modo, los tribunales 

podremos sustituir el criterio de la agencia por el propio, solo 

cuando no hallemos una base racional para explicar la decisión 

administrativa.56 

En resumen, los procedimientos y las decisiones de las 

agencias administrativas están cobijados por una presunción de 

regularidad y corrección.57 En ese sentido, insistimos,  la revisión 

judicial de una decisión administrativa está enmarcada en auscultar 

si la actuación de la agencia fue razonable y la deferencia que le 

debemos solo puede ceder al escrutinio judicial cuando esté 

presente alguna de las siguientes situaciones: (1) cuando la decisión 

no está basada en evidencia sustancial; (2) cuando el organismo 

administrativo ha errado en la aplicación de la ley; y (3) cuando ha 

mediado una actuación ilegal o una decisión carente de una base 

racional.58 Entiéndase, en aquellas instancias en las que el 

 
52 Otero v. Toyota, supra, a la pág. 729. Véase, además, Graciani Rodríguez v. 
Garaje Isla Verde, supra; Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, a la pág. 35.  
53 3 LPRA sec. 9675; Otero v. Toyota, supra, a la pág. 729. 
54 Íd. 
55 Íd. 
56 Íd. 
57 Mun. de San Juan v. CRIM, supra, a la pág. 175. Véase, además, OCS v. 
CODEPOLA., 202 DPR 842 (2019); Graciani Rodríguez v. Garaje Isla Verde, supra, 

a la pág. 128; Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, a la pág. 35. 
58 Otero v. Toyota, supra, a la pág. 729. Véase, además, OCS v. CODEPOLA, supra; 

Rolón Martínez v. Superintendente, supra. 



 
 

 
KLRA202000490    

 

21 

organismo administrativo haya actuado de forma arbitraria, ilegal o 

irrazonable.59  

En particular, los tribunales le debemos dar gran peso o 

deferencia a la aplicación e interpretación que las agencias realizan 

sobre las leyes y los reglamentos que administran,60 por lo que 

tampoco podemos descartar libremente sus conclusiones e 

interpretaciones de derecho.61 El estándar de revisión judicial en 

materia de decisiones administrativas se circunscribirá a 

determinar: (1) si el remedio concedido por la agencia fue apropiado; 

(2) si las determinaciones de hechos de la agencia están sostenidas 

por evidencia sustancial que obra en el expediente administrativo; y 

(3) si las conclusiones de derecho fueron correctas.62 

III.  

 A la luz de las normas y jurisprudencia antes mencionada, 

nos corresponde determinar si el foro administrativo cometió los 

errores imputados. En síntesis, en sus primeros dos señalamientos 

de error, el recurrente coquerellado, Medina Auto Sales, le imputa 

al DACO haber errado al concluir que este debía pagarle a la 

querellante, solidariamente con Motorambar, $2,000.00 en 

concepto de los sufrimientos y angustias mentales sufridos por la 

recurrida al verse privada del uso de su vehículo. Además, se 

cuestiona los $1,785.00 impuestos por el foro administrativo en 

concepto de las 5 mensualidades que la recurrida pagó en virtud del 

contrato de financiamiento de dicho vehículo, a pesar de 

encontrarse privada de su uso durante ese periodo, por estar el 

mismo en posesión del querellado. 

 
59 JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 187 (2009). 
60 DACO v. Toys “R” Us, 191 DPR 760, 765 (2014) (Sentencia); Asoc. Fcias. v. 
Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010). 
61 Cruz Negrón v. Adm. de Corrección, 164 DPR 341, 357 (2005). 
62 Batista de Nobbe v. Jta. Directores, 185 DPR 206 (2012). Véase, además, Asoc. 
FCIAS. v. Caribe Specialty II, supra, a la pág. 940, citando Mun. de San Juan v. 
J.C.A., 149 DPR 263, 279–280 (1999); Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 

(2003).       
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De umbral, resulta menester reiterar dos cosas, en primera 

instancia la norma trillada de que entre los poderes y las facultades 

otorgados al DACO se encuentra el de interponer cualquier remedio 

legal que sea necesario para hacer efectivos los propósitos de la ley 

habilitadora de dicha agencia administrativa.63 En segundo lugar, 

y, más importante aún, puntualizamos que, según lo consignó la 

agencia recurrida en su dictamen, “[n]inguna de las partes 

querelladas presentaron evidencia o prueba alguna para refutar 

las alegaciones de la parte querellante, en sus respectivos 

turnos”.64 Considerando lo anterior, surge también que el DACO 

basó su determinación sobre la procedencia de partidas concedidas, 

y aquí impugnadas por el recurrente, en el testimonio bajo 

juramento de la recurrida. Así lo hizo constar en su dictamen al 

expresar que le merecía entera credibilidad el testimonio 

incontrovertido de la querellante a los efectos de las angustias 

mentales y daño moral percibido, así por la frustración de no tener 

un vehículo a su disposición para sus gestiones personales y 

familiares y para sus gestiones de empleo, mientras tenía que 

continuar pagando la mensualidad de su vehículo.65  

Al respecto, sabido es que nuestro derecho probatorio 

reconoce que “la evidencia directa de una persona testigo que 

merezca entero crédito es prueba suficiente de cualquier hecho, 

salvo que otra cosa se disponga por ley”.66 Mencionamos lo anterior, 

reconociendo que aunque las Reglas de Evidencia no aplican a los 

procedimientos ante las agencias administrativas, los principios 

fundamentales básicos de estas “se podrán utilizar para lograr una 

solución rápida, justa y económica [de los] procedimientos 

[adjudicativos]”.67  

 
63Art. 6 de la Ley Núm. 5-1973, supra, 3 LPRA sec. 341e. 
64 Véase, Anejo I, pág. 5, párrafo 36 del Apéndice del Recurso. 
65 Íd., pág. 11, párrafo 3 del Apéndice del Recurso. 
66 32 LPRA Ap. IV Regla 110(D).    
67 Sec. 3.13 (e) de la LPAU, 3 LPRA sec. 9653 (e). 
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Si bien concurrimos con el recurrente, en cuanto a que la 

responsabilidad última de ofrecer las garantías recae en los 

fabricantes, a través de sus representantes en Puerto Rico, ello no 

torna en irrazonable la determinación del DACO. Es cierto que el 

recurrente no tenía facultad para determinar la extensión o 

denegatoria de la cubierta de la garantía en el presente caso, sino 

que esa decisión le correspondía exclusivamente al coquerellado, 

Motorambar. Ahora bien, el recurrente pretende que pasemos por 

alto el hecho de que la decisión aludida, la cual denegó la extensión 

de la garantía inicialmente, allá para octubre de 2016, estuvo 

basada en la inspección que este realizó del vehículo de la recurrida. 

No es hasta que el técnico asignado por el DACO inspeccionó el 

vehículo de la querellante que “el representante del fabricante indicó 

estar dispuesto a reparar el vehículo en garantía”, hecho probado 

durante el procedimiento adjudicativo administrativo.  

Del mismo modo, el recurrente no ha demostrado que existe 

otra prueba en el expediente que menoscabe el valor probatorio de 

la evidencia vertida ante el DACO para establecer los daños sufridos 

por la recurrida tras la falta de diligencia de las partes querelladas, 

cuya evidencia era su deber impugnar. Habida de cuenta de ello, el 

recurrido no nos ha puesto en posición de concluir que la 

determinación de la agencia fue irrazonable de acuerdo con la 

totalidad de la prueba que tuvo ante su consideración. El recurrido 

tuvo la oportunidad, así como el coquerellado Motorambar, de 

presentar prueba que controvirtiera la ofrecida por la recurrida, más 

optó por no hacerlo. No puede venir ahora ante este Tribunal 

Apelativo, con meras alegaciones y conjeturas, y pretender que sean 

suficientes como para apartarnos de la norma de deferencia e 

intervenir con la discreción y el expertise del foro administrativo 

designado por ley para atender los asuntos que involucren los 
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derechos de los consumidores.  El primer y segundo error no fueron 

cometidos.  

Por último, en su tercer señalamiento de error, el recurrido 

aduce que el DACO abusó de su discreción al conceder honorarios 

de abogado a favor de la recurrida. Incuestionablemente, el DACO 

cuenta con la facultad de imponer honorarios de abogado por 

temeridad en los casos que entienda procedente.68 La imposición de 

honorarios se rige por las disposiciones de la Regla 44.1 de 

Procedimiento Civil y su jurisprudencia interpretativa, las cuales 

requieren que dicha partida se conceda cuando la parte contra quien 

se reclaman haya actuado con temeridad o frivolidad.69  

Sobre este particular, de la resolución recurrida surge que el 

DACO basó la imposición de pago de honorarios de abogado en que 

las partes querelladas, entre ellas el recurrido, incurrieron en una 

conducta impropia al incumplir con su obligación de honrar 

garantía en un tiempo razonable, obligando a la recurrida a 

presentar la querella de epígrafe para que su vehículo fuera 

reparado bajo la garantía extendida adquirida. Añadió el foro 

administrativo que el pleito de autos se pudo haber evitado. Sin 

embargo, las partes querelladas asumieron una actitud manifiesta 

de temeridad, obstinación y contumacia al atender la reclamación 

de la recurrida, obligándola a someterse a las molestias, gastos e 

inconvenientes de un procedimiento adjudicativo. Entre las 

instancias bajo las cuales se ha reconocido la existencia de 

temeridad y consecuente procedencia de la imposición de 

honorarios de abogado: 

[(1)] contestar una demanda y negar 
responsabilidad total, aunque se acepte 

posteriormente; [(2)] defenderse injustificadamente 
de la acción; [(3)] creer que la cantidad reclamada es 
exagerada y que sea esa la única razón que se tiene para 

 
68 Reglamento de Procedimientos Adjudicativos, Reglamento Núm. 8034, 
Departamento de Asuntos del Consumidor de 14 de junio de 2011, Regla 27.3, 

pág. 29. 
69 32 LPRA Ap. V, R. 44.1. 
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oponerse a las peticiones del demandante sin admitir 
francamente su responsabilidad, pudiendo limitar la 

controversia a la fijación de la cuantía a ser concedida; 
[(4)] arriesgarse a litigar un caso del que se desprendía 

prima facie su responsabilidad, y [(5)] negar un hecho 
que le conste es cierto a quien hace la alegación. 
(Énfasis nuestro).70   

 

Otros supuestos en los que el Tribunal Supremo ha 

determinado que existe la temeridad lo son: “si el demandado 

contesta una demanda de daños y perjuicios y niega su negligencia”, 

y “si se defiende injustificadamente de la acción”.71 La 

determinación de temeridad descansa en la sana 

discreción del [foro adjudicativo], pero una vez el tribunal 

concluye que la parte perdidosa fue temeraria es imperativa la 

imposición de honorarios de abogado. (Énfasis nuestro).72 Por lo 

tanto, al imponer honorarios de abogado a la parte temeraria, la 

agencia descansará en su discreción y determinarán la cuantía que 

aplicarán por: (1) el grado de temeridad; (2) el trabajo realizado; (3) 

la duración y naturaleza del litigio; (4) la cuantía involucrada, y (5) 

el nivel profesional de los abogados.73  

Insistimos, en nuestra jurisdicción la imposición de 

honorarios de abogado requiere una determinación previa de 

temeridad, cuya determinación descansa en la sana discreción del 

adjudicador, en este caso el foro administrativo. Recordemos que 

entre los factores a considerar para determinar si ha habido 

temeridad están el tiempo invertido, los esfuerzos que haya tenido 

que realizar la parte contraria, si se han levantado defensas 

improcedentes y cuando se niega responsabilidad de forma 

obstinada.74  

 
70 Fernández v. San Juan Cement Co., Inc., 118 DPR 713, 719 (1987).  
71 Vda. De Passalacqua v. Cancel, 90 DPR 501 (1964) y Montañez Cruz v. 
Metropolitan Corp., 87 DPR 38 (1962), respectivamente.  
72 Montañez Cruz v. Metropolitan Corp., supra, a la pág. 40. 
73 R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal Civil, 6ta. 

ed., San Juan, Lexisnexis, 2017, sec. 4402, págs. 436-437.; Blás Toledo v. Hosp. 
La Guadalupe, supra; Velázquez Ortiz v. U.P.R., 128 DPR 234 (1991); Sucesión de 
Trías v. Porto Rico Leaf Tobacco Co., 59 DPR 229 (1941). 
74 Por ejemplo, notamos al contestar la querella, el recurrido levantó como defensa 

que el vehículo de la querellante estaba en trámite de ser reparado y solamente 
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Estimamos, el DACO actuó correctamente al imponer el pago 

de $2,000.00 por concepto de honorarios de abogado. Reconocemos 

el derecho que tiene una parte a defenderse de las reclamaciones 

presentadas en su contra. Sin embargo, lo anterior no justifica el 

actuar temerariamente so pretexto de ejercer su derecho. 

IV.  

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Resolución recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 
 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
faltaba la autorización de esta. No obstante, también planteó lo siguiente: el 

vehículo de motor no adolecía de defecto o desperfecto alguno; alguno o todos los 
daños reclamados no estaban cubiertos por la garantía del fabricante; y la 

garantía del vehículo estaba vencida por millaje y/o tiempo y/o no era exigible por 

razones atribuibles a la querellante. Además, entre sus defensas alegó que 

algunos o todos los daños fueron causados por falta de mantenimiento y/o por el 

uso inapropiado del vehículo, esto cuando la recurrida le había provisto evidencia 
del mantenimiento del vehículo, según requerido por el recurrente. En resumen, 

el recurrido se defendió de la acción, derecho que tiene y le reconocemos, pero 

levantando defensas cuya improcedencia conocía, actos que no avalamos. Véase, 

Exhibit 2, pág. 22d del Alegato de la Querellante/Apelada.  


